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I.   Los funda()n*os cons*,*uc,ona-)s d)- d).)c/o a -a s)0u.,dad d) -os 
*.a1a2ado.)s 3 )- (a.co d) .)f).)nc,a )n )- o.d)na(,)n*o 2u.4d,co 
,*a-,ano

En el ordenamiento jurídico italiano, la protección penal de los trabajadores, espe-
cialmente en materia de salud y seguridad en el trabajo, encuentra un fundamento directo 
en el Art.<41 de la Constitución, que reconoce el principio de libertad de iniciativa eco-
nómica privada, pero subordinándolo a la necesidad de impedir que cualquier actividad 
se ejerza en conflicto «con la utilidad social o de forma que pueda causar daños a la 
salud, al medio ambiente, a la seguridad, a la libertad y a la dignidad humana».

El marco de pertinencia de esta necesidad de protección se amplía evidentemente 
mediante la consideración de otros principios más generales (como el Art.<2, en lo que 
se refiere a la garantía de los derechos fundamentales de la persona, y el Art.<32, en 
lo que se refiere a la protección de la salud) y en la especificación de la importancia 
reconocida a determinadas categorías de trabajadores caracterizadas por aspectos más 
débiles, como en particular la categoría de los trabajadores que son madres (Art.<37 
de la Constitución) y los trabajadores menores de edad (Art.<31 de la Constitución)1.

Sobre estos principios se establece, por tanto, el fundamento constitucional de las 
numerosas disposiciones legales que configuran la normativa vigente protectora de la 
libertad, seguridad y dignidad de los trabajadores.

Además de estos principios de fuente constitucional, el ámbito de protección reco-
nocido por el ordenamiento jurídico nacional italiano a la categoría de los trabajadores 
adquiere relevancia directa también a través del precepto contenido en el Art.<2087 
del Código Civil, en virtud del cual: «En el ejercicio de la empresa, el empresario está 
obligado a adoptar las medidas que, según la particular naturaleza del trabajo, la expe-
riencia y la técnica, sean necesarias para proteger la integridad física y la personalidad 
moral de los trabajadores».

En la disciplina menos reciente, en la época dictada por los Decretos n.º<547/1955, 
n.º<302/1956 (en materia de prevención de accidentes laborales), n.º<303/1956 (en materia 
de higiene laboral) y n.º<304/1956 (en materia de prevención de accidentes laborales en 
las obras de construcción), las formas de protección preventiva de accidentes se conce-
bían como medidas destinadas a atenuar las situaciones peligrosas, hasta la prescripción 
del cese de la operación que entrañaba un peligro que no podía eliminarse de otro modo.

1   Sobre la relevancia de estos principios generales, véase, entre otros, P"/'+%+, «Reati in materia 
di lavoro», en Antolisei, Manuale di diritto penale, Leggi complementari, vol.<II, Giuffrè, Milano, 2018, 
XIV ed., coordinado por Grosso C.F., p.<510. Para referencias más amplias sobre todos los temas tratados 
en este trabajo, remito también a C(%#-!+)*, Manuale di diritto penale del lavoro, Giappichelli, Torino, 
2024; G+-%/$-M+)*"!"//+, Il nuovo diritto penale della sicurezza nei luoghi di lavoro, Giuffrè, Milano, 
2010; y a los escritos recogidos en el volumen La tutela penale della sicurezza del lavoro. Luci e ombre 
del diritto vivente, coordinado por Casaroli – Giunta – Guerrini – Melchionda, Edizioni ETS, Pisa, 2015.
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Según la normativa vigente, la tutela penal del bien jurídico de la integridad psicofí-
sica de los trabajadores se ve afectada por la opción legislativa de centrar la regulación de 
las acciones e instrumentos destinados a combatir los accidentes de trabajo en la preven-
ción de los riesgos laborales. Se trata, por tanto, de una lógica de prevención anticipada, 
basada en la planificación del sistema de seguridad de la empresa y en la implicación de 
un gran número de personas, incluidos los profesionales con competencias específicas, 
así como de los propios trabajadores, en la tarea de identificar y aplicar las medidas 
más adecuadas para neutralizar los riesgos relacionados con la actividad empresarial.

Esta nueva perspectiva de la protección también se ha reforzado ampliando el propio 
concepto de riesgo, que ahora se identifica como una situación que puede generar peli-
gros o incluso daños para el bien que se protege, también como resultado de la posible 
interacción de múltiples factores2.

Este cambio de perspectiva en materia de prevención se introdujo con la legisla-
ción promulgada para aplicar las directivas de la UE y, en particular, con los Decretos 
legislativos n.º<626/19943 y n.º<81/20084 (este último conocido ahora también como 
«Texto Único de la Ley de Seguridad en el Trabajo» y modificado posteriormente por 
el Decreto legislativo n.º<109/2009), que, entre otras cosas, reconocían la necesidad de 
que el equilibrio entre los intereses relacionados con la seguridad en el trabajo y los 
que pudieran entrar en conflicto con ellos se llevara a cabo dentro de los límites de lo 
«prácticamente posible» y lo «técnicamente viable»5.

II.   La )s*.uc*u.a 5,.a(,da- d) -a *u*)-a sanc,onado.a d) -a s)0u.,dad 
-a1o.a-

Según el enfoque de un estudio reciente6, el «sistema» de protección de la seguridad 
de los trabajadores en el ordenamiento jurídico italiano actual se caracteriza por ser un 
complejo aparato normativo asistido por sanciones predominantemente penales, aunque 
no faltan numerosas infracciones sancionadas como administrativas, consideradas de 

2   Para esta opinión, véase P$&(6$%+, «Il nuovo volto del diritto penale del lavoro», Rivista trime-
strale di diritto penale dell’economia, 1996, p.<1161.

3   Decreto Legislativo 19.09.1994, n.º<626, «Attuazione delle direttive 89/391/CEE, 89/654/CEE, 
89/655/CEE, 89/656/CEE, 90/269/CEE, 90/270/CEE, 90/394/CEE, 90/679/CEE, 93/88/CEE, 95/63/CE, 
97/42/CE, 98/24/CE, 99/38/CE, 99/92/CE, 2001/45/CE, 2003/10/CE, 2003/18/CE e 2004/40/CE riguar-
danti il miglioramento della sicurezza e della salute dei lavoratori durante il lavoro».

4   Decreto Legislativo 9.04.2008, n.º< 81, «Attuazione dell’articolo 1 della legge 3 agosto 2007, 
n.º<123, in materia di tutela della salute e della sicurezza nei luoghi di lavoro».

5   M('0$%/", «Spunti di riflessione su diritto penale e sicurezza del lavoro nelle recenti riforme 
legislative», Cassazione Penale, 2010, p.<3319<ss.

6   V. C$#/'(%-(6(, «Le fonti della disciplina penale della sicurezza sul lavoro: un sistema a più 
livelli», en C$#/'(%-(6( – C-'+ – T('&+%+ C$0!+ – T(''" – V$!"%/+%+, Sicurezza sul lavoro. Profili 
penali, 2.ª ed., Torino, 2021, p. 19 ss.
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importancia formal o, en cualquier caso, de menor valor en el contexto de las estrategias 
preventivas generales.

Este aparato regulador global puede representarse esquemáticamente como una estruc-
tura piramidal articulada en varios niveles y distribuida en varios planos comunicantes.

II.1.   El nivel básico de naturaleza penal-contravencional y administrativa

En la base del sistema general de protección se halla un marco articulado de dis-
posiciones, actualmente previsto de forma unitaria en el denominado «Texto Único de 
la Ley de Seguridad en el Trabajo» (Decreto Legislativo n.º<81/2008, en lo sucesivo 
abreviado: TUSL), que contiene numerosas infracciones, algunas de las cuales solo 
se sancionan administrativamente y otras, en cambio, se sancionan penalmente como 
«contravenciones»7.

Así pues, este primer conjunto de disposiciones puede describirse como compuesto, 
a su vez, por dos subniveles:

• un primero de naturaleza penal-contravencional;
• un segundo de naturaleza sancionadora-administrativa.

En cuanto al contenido, se trata de un abundante corpus de disposiciones en materia 
laboral, conformado según modelos heterogéneos de disciplina.

a) Por un lado, existen numerosas disposiciones que prescriben normas de precau-
ción de carácter «modal», es decir, normas que prescriben, de manera más o menos 
precisa, la forma de proceder para realizar una operación o actividad de manera segura: 
En este caso, se trata de reglas caracterizadas por un contenido preventivo-cautelar 
inmediato, según un modelo «clásico» de regulación, también denominado «hetero-
rregulación» de la seguridad, en el que es el legislador quien prescribe directamente 
normas destinadas a eliminar o reducir el riesgo (por ejemplo, la obligación de propor-
cionar herramientas de protección individual o de equipar determinadas máquinas con 
determinados dispositivos de seguridad, etc.).

b) Por otro lado, existen numerosas disposiciones estructuradas según módulos 
procedimentales y organizativos con una función preventiva indirecta: en este caso, 
se trata de reglas basadas en un modelo más innovador de «autorregulación» parcial 
de la seguridad, basado en el principio de análisis de riesgos, es decir, evaluación, 
comunicación y gestión de riesgos. En este segundo modelo normativo de seguridad, 
en caso de infracción y consiguiente causación de un evento dañoso (lo que implicaría 
la intervención del tercer y último nivel de protección), estaríamos en presencia de los 
denominados esquemas de faltas organizativas, procedimentales o protocolarias siem-

7   Sobre estas infracciones v. T(''", «Le contravvenzioni del T.U.S.L.», en Castronuovo – Curi – 
Tordini Cagli – Torre – Valentini, cit., p.<209<ss.
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pre y cuando la «génesis» de las normas transgredidas a efectos preventivos estuviera 
encomendada, al menos en parte, a procedimientos desinstitucionalizados o privatizados 
(de gestión de riesgos laborales), como tales encomendados a las personas que, como 
dotadas del correlativo poder de decisión, gestionan la actividad de riesgo. En estos casos, 
el resultado dañoso es consecuencia de la no evaluación (por parte del empresario) de 
todos los factores de riesgo a los que están expuestos los trabajadores; o del incumpli-
miento (por parte, por ejemplo, de los trabajadores) de una norma, un «protocolo» de 
comportamiento, una secuencia correcta de acciones o uno o varios procedimientos de 
seguridad, adoptados a raíz de la evaluación de riesgos.

En este nuevo modelo de protección, las obligaciones fundamentales, exclusivas e 
indelegables del empresario, relativas a la evaluación de riesgos (que se completan con 
la aprobación del correspondiente documento y el nombramiento del responsable del 
servicio de prevención y protección: RSPP), van acompañadas de obligaciones —(dele-
gables y) compartidas por el empresario y las figuras de dirección— de comunicación 
de riesgos, en forma de obligaciones de educación, información y formación de los 
trabajadores, y de gestión de riesgos mediante la elaboración de medidas organizativas 
(por ejemplo, organización del servicio de prevención y protección; estructura de las 
delegaciones para la atribución de funciones), procedimentales (por ejemplo, medidas 
relacionadas con la gestión de emergencias o el mantenimiento de las instalaciones 
de seguridad), técnicas (por ejemplo, en relación con la adopción de dispositivos de 
seguridad, señalización o control o con la disposición del lugar de trabajo) y operativas 
(por ejemplo, el uso correcto de los instrumentos de trabajo y de los dispositivos de 
protección individual y colectiva).

II.2.   El nivel intermedio de protección esbozado por los delitos de peligro de la 
seguridad pública

Un nivel intermedio de protección se sitúa, en cambio, en el Código Penal, más 
concretamente entre los delitos contra la seguridad pública, y se basa en las hipótesis 
dolosas y imprudentes de supresión u omisión de precauciones para la prevención de 
accidentes o catástrofes laborales (Artículos 437 y 451)8.

En particular, el Art.<437 del Código Penal tipifica el delito de «Supresión u omisión 
deliberada de las precauciones contra los accidentes de trabajo» y establece que «el que 
omitiere colocar instalaciones, dispositivos o señales destinados a prevenir catástrofes 
o accidentes de trabajo, o los suprimiere o dañare, será castigado con la pena de prisión 
de seis meses a cinco años / Si del hecho resultare una catástrofe o un accidente, la pena 
será de prisión de tres a diez años».

8   Sobre estas disposiciones véase T('&+%+ C$0!+, «I delitti di comune pericolo», en Castronuovo – 
Curi – Tordini Cagli – Torre – Valentini, cit., p.<299<ss.
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El Art. 451 tipifica el delito de «Omisión culpable de precauciones o medidas de 
protección contra catástrofes o accidentes de trabajo» y establece que: «El que, por 
negligencia, omita colocar, o retire, o deje inservibles aparatos, u otros medios des-
tinados a la extinción de un incendio, o al salvamento o socorro contra catástrofes o 
accidentes de trabajo, será castigado con pena de prisión de hasta un año o con multa 
de mil a cinco mil liras».

Este nivel intermedio de protección castiga tanto conductas activas como omisivas, 
cuyos objetos materiales son bienes (respectivamente: instalaciones, aparatos o señales 
destinados a prevenir catástrofes o accidentes de trabajo, u otros medios destinados 
a socorrer o prestar auxilio contra el mismo tipo de eventos), que se identifican más 
directamente en las disposiciones extra-codicem previstas para el primer nivel de pro-
tección. En particular, al menos según el tenor literal de los tipos penales en cuestión, la 
referencia normativa se refiere a disposiciones —en su mayoría estructuradas según el 
modelo de normas modales— atribuibles a la protección de la prevención de accidentes 
en sentido estricto.

La primera disposición, es decir, la relativa al delito de «Supresión u omisión 
dolosa de las precauciones de seguridad contra los accidentes de trabajo» (Art.<437) 
se introdujo con el Código Penal de 1930, pero estuvo casi olvidada durante muchos 
años, hasta que, a partir de los años ochenta, se le prestó mayor atención tanto por la 
doctrina como por la jurisprudencia. En particular, la jurisprudencia de legitimidad 
tiende hoy a aplicarlo a las pequeñas empresas, aunque solo haya un trabajador asig-
nado a la máquina o aparato «peligroso», considerando que, al tratarse de un delito 
de peligro abstracto, el peligro para la seguridad pública no es un elemento implícito 
del propio delito.

Entre los eventos dañosos que las precauciones omitidas o suprimidas pretenden 
prevenir, el Art.<437 cubre los accidentes y las catástrofes, pero no las enfermedades 
profesionales, con el resultado paradójico de que se es responsable cuando se crea 
el peligro de un accidente (un evento traumático e instantáneo que suele afectar a un 
solo trabajador) y no de una enfermedad profesional, es decir, un evento que tiene un 
potencial de propagación mucho mayor.

La razón de la (incompleta) disposición normativa no obedece a una elección 
político-criminal consciente de los compiladores del código penal, sino más bien a la 
falta de sensibilización respecto a las enfermedades profesionales en los años treinta, 
debido a la escasa información científica disponible en aquel momento.

Sin embargo, la jurisprudencia de legitimidad ha sostenido que el concepto de 
«accidente» incluye también las denominadas «enfermedades-accidente» «que —a 
diferencia de las enfermedades profesionales en sentido estricto consistentes en mani-
festaciones morbosas contraídas en el trabajo y debidas al trabajo, y no producidas por 
agentes externos— son síndromes morbosos surgidos en el trabajo y producidos por 
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agentes externos de diversa índole (eléctricos, radiactivos, químicos, etc.), evitables 
mediante determinadas medidas»9.

La hipótesis imprudente del Art. 451 del Código Penal se configura como un delito 
de peligro. Se ha discutido si el elemento material se corresponde o no con el del Art.<437 
y, aunque una parte de la doctrina lo apoya, se considera que la solución es negativa 
debido a la clara y explícita diferencia en la finalidad de las precauciones omitidas: 
finalidad de prevención de catástrofes o accidentes de trabajo, en el Art. 437; finalidad de 
salvamento o socorro de catástrofes o accidentes de trabajo, en el Art. 451. En el primer 
caso, por tanto, se hace hincapié en la finalidad de prevenir un accidente que aún no se 
ha producido; en el segundo caso, en los medios concretos de los que se carece una vez 
producido el daño, de modo que resulte imposible o difícil paliar sus consecuencias.

Sobre esta base, por tanto, el delito doloso del Art. 437 se considera una norma de 
aplicación general, que prevé y castiga la omisión o el menoscabo de cualquier tipo 
de precaución, mientras que el delito del Art. 451 sólo se aplica a los dispositivos de 
salvamento y en caso de imprudencia.

Los delitos así sancionados por los Arts. 437 y 451 del Código Penal han sido 
considerados como componentes de una especie de «microsistema» relativamente 
independiente dentro de la regulación de los delitos contra la incolumidad pública 
contenida en el Título VI del Código Penal, pues, como puede apreciarse, contemplan 
una sanción penal más grave que la prevista para el supuesto de comisión de conductas 
que afecten directamente al sistema de medidas cautelares impuestas por el legislador 
para la prevención de catástrofes o accidentes «laborales».

El marco de protección previsto en los Arts. 437 y 451 se amplía a continuación 
mediante la consideración del delito previsto en el Art. 449 del Código Penal (titulado: 
«delitos imprudentes de daños»), que castiga a quien cause por imprudencia una de las 
catástrofes previstas en el Capítulo I (del Título VI del Código Penal), dedicado a los 
delitos (dolosos) de peligro común por violencia, en el que también se incluye el Art. 
437: el Art. 449 podría representar entonces el tipo imprudente para aquellas hipóte-
sis —no contempladas en el Art. 451, que sólo se refiere a los medios de prevención 
«secundarios», es decir, los destinados a la extinción de incendios o al salvamento o 
asistencia en caso de catástrofes o accidentes— que se refieran a la retirada u omisión 
(negligente) de instalaciones, aparatos o señales destinados a prevenir catástrofes en 
el trabajo, cuando tal catástrofe se haya producido efectivamente (excluyendo, por 
tanto, los casos en que se produzca un simple accidente —evento no contemplado en el 

9   V. Cassazione penale, sez. I, Sentencia 06/02/2002, n.º<11894.
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Art.<449— y los casos en que la conducta se refiera a dispositivos destinados a prevenir 
daños menos graves que una catástrofe laboral)10.

II.3.   El último nivel de protección basado en el castigo por causar la muerte o 
lesiones

El tercer y último nivel de protección, destinado a los casos de causación efectiva del 
evento dañoso, se confía a los delitos imprudentes contra la incolumidad individual, es 
decir, el delito de «homicidio imprudente» (Art. 589 del Código Penal) y el de «lesiones 
corporales imprudentes» (Art. 590 del Código Penal)11.

En estos casos, la seguridad de los trabajadores se tiene expresamente en cuenta en 
la previsión específica de circunstancias agravantes (Art. 589, apartado 2, y Art.<590, 
apartado 3), que se aplican siempre que el delito se cometa con infracción de las normas 
sobre prevención de accidentes de trabajo.

En abstracto, el ámbito de protección puede extenderse también a la consideración 
del delito de «homicidio doloso» (Art. 575 del Código Penal). En la experiencia jurídica 
italiana, esta referencia adquirió relevancia concreta en el proceso penal relativo al caso 
del gravísimo incendio de la acería ThyssenKrupp de Turín, en el que perdieron la vida 
siete trabajadores, debido a la ausencia (o, mejor dicho, a la no adquisición por parte de 
la dirección de la empresa) de los dispositivos de prevención de incendios necesarios. 
En este juicio, la fiscalía había contestado el delito de homicidio voluntario, estimando 
que la previsión del riesgo mortal permitía suponer una situación subjetiva de «dolo 
eventual». De hecho, la sentencia de primera instancia había declarado al administrador 
de la empresa responsable de homicidio voluntario múltiple, basándose en una situación 
de «dolo eventual»12; mientras que la segunda instancia terminó con la condena de todos 
los acusados por homicidio imprudente múltiple agravado por la previsión del evento13. 
La sentencia definitiva de la Corte di Cassazione fue de gran importancia en el debate 
histórico sobre la línea divisoria entre dolo (eventual) e imprudencia (con previsión) y 
confirmó la solución adoptada por la sentencia de apelación, reconociendo únicamente 
la responsabilidad por imprudencia14.

10   Para referencias más amplias, véase C(%#-!+)*, Manuale di diritto penale del lavoro, cit., 
p.<369<ss.

11   V. C$#/'(%-(6(, «I delitti di omicidio e lesioni», en Castronuovo – Curi – Tordini Cagli – Torre 
– Valentini, cit., p.<289<ss.

12   V. Corte d’Assise di Torino, Sentencia 15/04/2011.
13   V. Corte d’Assise d’appello di Torino, Sentencia 28/02/2013.
14   V. Cassazione Penale, Sezioni Unite, Sentencia 24/04/2014, n.º<38343. Para un comentario sobre 

esta importante sentencia, véase S-.."'"', «La pronuncia delle Sezioni unite sul caso Thyssen Krupp. 
Profili di tipicità e colpevolezza al confine tra dolo e colpa», Cassazione Penale, 2015, p.<490<ss.
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Independientemente del trágico caso de Turín, dentro de este último nivel de pro-
tección, el criterio ordinario de atribución de responsabilidad se basa en la regulación 
de la «imprudencia» y puede resultar complementado tanto en el caso de la denominada 
«imprudencia genérica», basada en la violación de normas generales de prudencia, dili-
gencia y pericia, como en el caso, mucho más frecuente, de la denominada «imprudencia 
específica», basada en el «incumplimiento de leyes, reglamentos, órdenes o disciplinas» 
(Art. 43 del Código Penal).

La identificación concreta de estas normas de cuidado más específicas suele vincu-
larse a menudo a las numerosas disposiciones previstas en el marco del primer nivel de 
protección, de modo que se capta así la estrecha correlación que une los distintos niveles 
de la estructura piramidal esbozada anteriormente. En su forma imprudente, incluso 
estas eventualidades «clásicas» basadas en causar la muerte o lesiones a los trabajadores 
recuerdan inevitablemente el plan de las «modernas» disciplinas preventivo-cautelares 
extra codicem, cuya violación está destinada a desempeñar papeles significativos y 
heterogéneos también en relación con los delitos considerados.

En el ordenamiento jurídico vigente, el nivel de protección que ahora nos ocupa 
se compone también de dos subniveles, correspondientes a respuestas sancionadoras 
también «subjetivamente» diferenciadas:

(a) el primer subnivel, el más tradicional, es el de la responsabilidad penal de la 
persona física que causó o contribuyó a causar el evento dañoso de muerte o lesión;

b) el segundo subnivel, introducido más recientemente, se basa en la previsión de 
la responsabilidad directa por el delito imprudente de homicidio o lesiones por incum-
plimiento de las normas de seguridad en el trabajo también contra la persona jurídica 
en cuyo interés o en cuyo provecho se cometió el incumplimiento, de conformidad con 
los criterios establecidos por el Decreto Legislativo n.º 231/2001.

Por tanto, este último nivel de protección (y, de momento, sólo éste) también se 
ve afectado por la ampliación del catálogo de delitos que fundan la responsabilidad de 
las personas jurídicas, que, a partir de 2017, también incluye los delitos imprudentes 
de homicidio y lesiones derivadas de infracciones de la normativa de seguridad laboral 
(Art. 25-septies, Decreto Legislativo n.º 231/2001)15.

Dado el requisito previo necesario, que es la violación de las normas de seguridad 
en el trabajo, el primer nivel de protección está destinado a desempeñar un papel directo 
también en la definición de las responsabilidades correspondientes al «subnivel» de la 
responsabilidad de los entes colectivos. Esto demuestra una vez más el carácter verda-
deramente básico y vertical de las normas del primer nivel, que, además de asumir una 

15   La disposición fue introducida por el Art.<9 de la Ley n.º<123/2007 y modificada posteriormente 
por el Art.<300 del Decreto Legislativo n.º<81/2008. El posterior Decreto Legislativo n.º<109/2009 volvió a 
modificar las disposiciones sobre seguridad en el trabajo a las que se refiere el Art.<25-septies.
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posible relevancia penal por sí mismas (contravenciones del Texto Único), desempeñan 
un papel relevante y diversificado en los niveles posteriores de la protección (delitos de 
peligro común previstos en los Arts. 437 y 451 del Código Penal, homicidio y lesiones 
personales imprudentes, y responsabilidad de las personas jurídicas prevista en el Art. 
25-septies del Decreto Legislativo n.º 231/2001).

III.   Las f,0u.as su12)*,6as so1.) -as 7u) .)ca) )- d)1). d) 5.o*)cc,8n 
d) -os *.a1a2ado.)s: -a f,0u.a d)- )(5.)sa.,o, -a d)- d,.)c*,6o 3 -a 
d)- d)- *.a1a2ado. )nca.0ado. La d,s*,n*a 5os,c,8n d)- .)s5onsa1-) 
d)- s).6,c,o d) 5.)6)nc,8n 3 5.o*)cc,8n 3 d)- (9d,co co(5)*)n*)

En el actual ordenamiento jurídico italiano, el eje del nuevo sistema de seguridad 
de las empresas está representado por la procedimentalización de la obligación de pla-
nificar la prevención global de los riesgos, que incumbe, en primer lugar, al empresario. 
Esta obligación se divide en dos fases: la evaluación de los riesgos y la redacción del 
documento de seguridad de la empresa. Este documento debe elaborarse con la parti-
cipación necesaria de los demás sujetos a los que se divide la obligación de seguridad 
en el TUSL: el responsable del servicio de prevención y protección en el trabajo, el 
médico competente (en las empresas sujetas a vigilancia obligatoria de la salud) y el 
representante de los trabajadores para la seguridad16.

La evaluación de riesgos (que no puede ser delegada por el empresario, ni siquiera 
en las grandes empresas) y la elaboración del documento de seguridad de la empresa 
constituyen la herramienta fundamental a través de la cual el empresario identifica las 
medidas de prevención más adecuadas para eliminar o, en todo caso, reducir la inci-
dencia de los riesgos asociados a la actividad laboral, y planifica y actualiza el sistema 
de medidas de seguridad colectivas e individuales, también en relación con los avances 
tecnológicos y su eficacia y eficiencia reales.

Desde el punto de vista del «Texto Único de Seguridad en el Trabajo», la prevención 
tiene, por tanto, un carácter dinámico, ya que obliga al empresario a repetir la evalua-
ción de riesgos y actualizar el documento de seguridad de la empresa cada vez que se 
produzcan cambios en el ciclo de producción que puedan afectar significativamente a 
la seguridad de los trabajadores. Y todo ello, de forma aún más clara, a la luz de las 
modificaciones introducidas por el Decreto Legislativo n.º<106/2009, que precisó aún 
más los criterios a través de los cuales el empresario debe llevar a cabo la evaluación, 
es decir, sencillez, brevedad y comprensibilidad, a fin de garantizar la exhaustividad 
e idoneidad del instrumento de planificación de la seguridad de la empresa (Art.<28, 

16   Sobre estas posiciones subjetivas, véase C(%#-!+)*, Manuale di diritto penale del lavoro, cit., 
p. 67 ss.; T('&+%+ C$0!+, «I soggetti responsabili», en Castronuovo – Curi – Tordini Cagli – Torre – Val-
entini, cit., p.<75<ss.
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2.º<párrafo, lett.<a, TUSL), con la previsión específica, en el caso de constitución de una 
nueva empresa, de la obligación de realizar una nueva evaluación de riesgos en el plazo 
de 90 días desde la fecha de inicio (Art.<28, párrafo 3-bis del TUSL).

La obligación de evaluar los riesgos recae en cada empresario, que, no obstante, 
en las pequeñas y medianas empresas, puede recurrir a procedimientos normalizados 
de evaluación de riesgos y, en el caso de las empresas familiares o autónomas, a pro-
cedimientos de autocertificación.

Las figuras sobre las que recaen los deberes de protección de los trabajadores y 
las correspondientes responsabilidades en caso de incumplimiento de los requisitos 
reglamentarios en materia de seguridad son el empresario, el directivo y el trabajador 
encargado.

En virtud de la disposición general consagrada en el Art.<2087 del Código Civil que 
impone al empresario la obligación general de adoptar medidas para proteger la inte-
gridad física y la personalidad moral de los trabajadores —y de las medidas específicas 
previstas en la normativa de prevención de accidentes—, el empresario es el garante de 
la seguridad física y de la protección de la personalidad moral de los trabajadores, con la 
consecuencia de que, cuando incumple las obligaciones de protección, el hecho dañoso 
generado por la violación de estas obligaciones le es imputado según el mecanismo, 
previsto en el Art.<40, apartado 2, del Código Penal, de la llamada responsabilidad 
comisiva por omisión17.

Este supuesto parte de la consideración de que el empresario tiene «dominio sobre 
la empresa», rigiendo su organización y proceso productivo de forma real y efectiva y 
controlando así las fuentes de peligro con las que puede entrar en contacto el trabajador, 
quien, en cambio, no tiene control sobre las situaciones que pueden poner en riesgo su 
integridad personal.

Por tanto, el empresario tiene, en primer lugar, un deber de prevención técnica y 
organizativa, que le obliga a poner a disposición del trabajador máquinas y herramientas 
de trabajo exentas de peligros, a la luz de las mejores investigaciones tecnológicas; tiene, 
a continuación, un deber de prevención informativa y formativa, consistente en el deber 
de informar a los trabajadores de los peligros que pueden derivarse de una utilización 
incorrecta de las máquinas o de los instrumentos de trabajo y de hacerles ver que, para 
evitar los accidentes, no existen expedientes alternativos a los indicados de vez en 
cuando, exigiendo al mismo tiempo que los propios trabajadores sean conscientes de su 
deber, tanto para consigo mismos como para con la colectividad, de respetar las normas 
de prevención de accidentes; tiene, por último, el deber de controlar y vigilar, de forma 

17   Por una información esencial sobre esta cuestión, véase P+#$%+, «Posizioni di garanzia e colpa 
d’organizzazione nel diritto penale del lavoro», Rivista trimestrale di diritto penale dell’economia, 2009, 
p.<53<ss.
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asidua e ininterrumpida, que se cumplan escrupulosamente las normas de prevención 
de accidentes, debiendo proteger al trabajador incluso de sí mismo, e incluso contra su 
propia voluntad.

En resumen, por tanto, el empresario debe, por un lado, adoptar medidas positivas 
para organizar las actividades laborales de forma segura, asegurando la adopción de las 
medidas técnicas y organizativas necesarias para minimizar los riesgos asociados a la 
actividad laboral, y, por otro, está obligado a velar por el cumplimiento de las medidas 
de prevención de accidentes, garantizando el mantenimiento de las condiciones de 
seguridad durante todo el tiempo de realización del trabajo.

Este principio fue reafirmado por el Art.<18, apartado 3 bis, del TUSL, introdu-
cido por el Decreto Legislativo n.º<106/2009, que sancionó expresamente el deber del 
empresario y del gestor de cumplir no sólo sus propias obligaciones, sino también 
las de supervisar el cumplimiento de las obligaciones de los trabajadores encargados 
(Art.<19), de los trabajadores (Art.<20), de los proyectistas (Art.<22), de los fabricantes y 
proveedores (Art.<23), de los instaladores (Art.<24) y del médico competente (Art.<25), 
sin perjuicio de la responsabilidad exclusiva de estos sujetos (obligados por derecho 
propio), cuando el incumplimiento de las obligaciones relativas les sea enteramente 
imputable, al no apreciarse falta de vigilancia por parte del empresario o directivo.

Cabe señalar, a este respecto, que la disposición contenida en el Art.<2 del TUSL ha 
dado importancia exclusiva, a efectos de la identificación de los responsables de la deuda 
de seguridad, al requisito de la organización de la actividad, que no está desvinculada 
del ejercicio de los poderes de decisión y de gasto inherentes a la misma.

A partir de estos criterios generales, la misma norma (Art.<2, apartado 1, letra b, 
del TUSL) ha identificado la figura del empresario en las Administraciones públicas, 
transponiendo y explicitando la interpretación consolidada en la jurisprudencia según la 
cual, cuando el órgano superior de dirección de las distintas Administraciones, es decir, 
el órgano político de dirección, no haya identificado al directivo, o al funcionario no 
directivo al que deba atribuirse la cualidad de empresario, las consecuencias derivadas 
del deber de seguridad seguirán recayendo sobre el mismo órgano superior de dirección.

Si el empresario es, por tanto, el responsable de la organización de la actividad, 
tanto de la empresa en su conjunto como de la unidad productiva, y ejerce los poderes 
de dirección, decisión y gasto, el director, dentro del organigrama de la empresa, es la 
persona que tiene la misión de ejecutar las directrices emanadas del empresario, organizar 
la actividad laboral y supervisarla, en virtud de los poderes jerárquicos y funcionales 
adecuados a la naturaleza del cargo.

Partiendo de esta premisa, la jurisprudencia de legitimidad se ha encargado de 
seleccionar parámetros útiles para identificar, en el caso concreto, la función directiva 
que conlleva la titularidad de obligaciones de seguridad «iure proprio» y ha afirmado 
que la figura del directivo presupone la existencia de conductas recurrentes, constan-
tes y específicas de las que inferir el ejercicio real de poderes decisorios, tales que le 
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permitan interferir en la organización del trabajo y en su seguridad, si bien dentro de 
los límites de las competencias y facultades que efectivamente le han sido conferidas.

Al igual que el empresario y el director, el trabajador encargado (también identifi-
cado con el trabajador responsable del sitio) es también indudablemente el destinatario 
directo (iure proprio) de las normas de prevención de accidentes, con independen-
cia de la eventual «delegación de funciones» conferida por el empresario, como se 
deduce, además, de lo dispuesto en el Art.<56 del TUSL, que establece las sanciones 
por incumplimiento de las normas de precaución de las que es directamente responsable 
el trabajador encargado, a diferencia de las previstas para el empresario por el Art.<55 
del mismo Texto Único.

De hecho, el Art.<19 del TUSL también incluye al trabajador encargado entre 
las personas obligadas a aplicar las medidas de seguridad previstas por la legislación 
sectorial y por el documento de seguridad de la empresa, exigiéndole que actúe para 
comprobar que los lugares de trabajo cumplen las disposiciones en materia de prevención 
de accidentes y que haga todo lo posible para eliminar las situaciones perjudiciales para 
la seguridad de los trabajadores que se produzcan en el ejercicio de esas actividades, 
que el también dirige y supervisa, asumiendo así, a su vez, una posición de garantía 
frente a los trabajadores.

El citado precepto legislativo, por tanto, al atribuir al trabajador encargado las 
funciones de vigilancia y control de las actividades laborales ajenas, implica que está 
obligado a comprobar que sólo los trabajadores que hayan recibido las instrucciones 
adecuadas acceden a las zonas que les exponen a un riesgo grave y específico, así como 
a comunicar puntualmente al empresario tanto las deficiencias de los medios y equipos 
como de los dispositivos de protección individual y cualquier otra condición peligrosa 
que se produzca durante el trabajo.

Al igual que en el caso del director, también en el caso del trabajador encargado 
—cuando no existe una identificación precisa de la figura correspondiente en el orga-
nigrama de la empresa—, a efectos de atribuir a la persona dotada de las mencionadas 
facultades de dirección y vigilancia la responsabilidad por cualquier infracción de las 
disposiciones en materia de prevención de accidentes, es necesario tener en cuenta no 
sólo el dato formal, sino también las funciones concretamente desempeñadas y, en par-
ticular, la posición de preeminencia respecto de los demás trabajadores, que le sitúa en 
condiciones de impartir órdenes, instrucciones y directrices sobre el trabajo, de modo 
que desempeña el papel de prolongación subjetiva del empresario, con el que, en caso 
de infracción de las normas de seguridad, está llamado a compartir la responsabilidad 
en concepto de «culpa in vigilando».

El reconocimiento al empresario de la posición principal de garantía para la pro-
tección de la integridad psíquica y física del trabajador no excluye, sino que exige, en 
nombre del principio de efectividad de dicha protección consagrado en el Art.<299 del 
TUSL —en deferencia a la teoría funcionalista parcialmente aceptada en el mismo—, 
que también las personas que carecen de una cualificación empresarial precisa o de un 



DEL DERECHO PENAL AL BIODERECHO1304

encargo formal, pero que, de hecho, están investidas de las tareas y prerrogativas vincula-
das a la función organizativo-directiva de la empresa, están cargadas de las obligaciones 
y responsabilidades derivadas de la deuda de seguridad frente a los trabajadores.

La responsabilidad del empresario no excluye la responsabilidad concurrente del 
responsable del servicio de prevención y protección («RSPP»), quien, al carecer de 
poder de decisión y de gasto (y, por tanto, no poder intervenir directamente para elimi-
nar situaciones de riesgo), puede ser considerado corresponsable de la producción de 
un accidente sólo cuando dicho accidente sea objetivamente imputable a una situación 
peligrosa que él hubiera estado obligado a conocer y a comunicar, ya que debe presu-
mirse que, si se le hubiera comunicado dicha situación peligrosa, el empresario habría 
adoptado las medidas necesarias para neutralizarla.

El responsable del servicio de prevención y protección, por tanto, no es responsable 
por el mero hecho de no haber realizado adecuadamente sus funciones de comproba-
ción de las condiciones de seguridad, ya que no existe una sanción expresa para tal 
conducta en el sistema normativo, sino que es responsable según las reglas generales 
de causalidad establecidas en los Artículos<40 y 41 del código penal; por tanto, siem-
pre que su incumplimiento constituyera una causa coadyuvante del siniestro, que se 
produjo precisamente por el incumplimiento culpable de las tareas de prevención que 
le encomendaba el Art.<33 del TUSL.

Por último, el médico competente, de conformidad con el Art.<25 del TUSL, tiene 
el deber de cooperar con el empresario en la evaluación de los riesgos con el fin de 
planificar y preparar las medidas de protección de la salud y de la integridad psicofí-
sica del trabajador, teniendo en cuenta en particular los tipos de trabajo y el modo de 
organización del trabajo, así como la planificación y la aplicación de la vigilancia de 
la salud. Por lo tanto, puede ser castigado en virtud de los Artículos<25, letra<a), y 58, 
letra<c), del TUSL si no colabora activamente en la evaluación de riesgos, por ejemplo, 
firmando un documento genérico de evaluación de riesgos que no se ajusta a la actividad 
específica desarrollada por la empresa para la que fue designado.

IV.   La «d)-)0ac,8n d) func,on)s»

En realidades empresariales complejas, es muy difícil que el empresario pueda cum-
plir, por sí solo y en persona, la multiplicidad de tareas que le asigna la ley. Por ello, la 
cuestión de la llamada delegación de funciones siempre ha tenido una gran importancia18.

18   Para indicaciones esenciales sobre este tema, véase D'$!"##$%&'(, «La delega di funzioni 
nell’ambito della tutela della salute e della sicurezza nei luoghi di lavoro, alla luce del decreto corret-
tivo n.º<109/2009», Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2010, p.<1125<ss.; D"<V+/$, La delega 
di funzioni nel sistema penale. Il paradigma della sicurezza sul lavoro, Napoli, 2008; P$&(6$%+, La 
delega di funzioni tra vecchio e nuovo sistema di prevenzione antinfortunistica, Cassazione Penale, 2010, 
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Se trata de una cuestión particularmente delicada y compleja: por una parte, en 
efecto, la delegación desempeña un papel absolutamente insustituible, ya que hace 
efectiva la protección penal, permitiendo a la persona originalmente cargada con las 
obligaciones penales transferir el deber de proteger a los trabajadores a alguien que 
es a la vez técnicamente competente y capaz de actuar en términos de poderes efecti-
vos de decisión y de gasto. Pero, al mismo tiempo, la delegación de funciones, si no 
está correctamente circunscrita por estrictos límites de eficacia, podría resolverse en 
una inaceptable descarga de responsabilidad para el empresario, sólo si se identifica 
formalmente a una persona dispuesta a correr cierto riesgo de incriminación penal, a 
cambio de un buen emolumento y de la garantía de ser sustituida a la primera sospecha 
de una investigación penal. Si desde el primer punto de vista la delegación de funciones 
aumenta la posibilidad de hacer efectiva la protección de la salud y la integridad física 
de los trabajadores, el riesgo temido acabaría degradando por completo la función de 
prevención general y especial que subyace en la incriminación de hechos que dañan o 
ponen en peligro bienes de tanta importancia.

Precisamente por la extrema delicadeza del asunto, es importante aclarar, en primer 
lugar, cómo es posible que una obligación penalmente relevante, que originalmente 
recaía sobre una persona con una cualificación subjetiva determinada, pueda ser trans-
mitida a otra persona que no tenga esa cualificación. En segundo lugar, es necesario 
precisar en qué condiciones la delegación de funciones puede explicar el doble efecto 
de eximir a la persona a la que originalmente incumbía la obligación y de hacer penal-
mente responsable al delegado. En este sentido, resulta inmediatamente obvio lo que 
distingue la delegación de funciones de la mera tarea de ejecución: en este último caso, 
la persona identificada por la ley como responsable originario del cumplimiento de la 
norma nunca quedará exenta de responsabilidad penal, ya que sigue siendo el verdadero 
garante del bien protegido.

El tema no fue objeto de consideración legislativa directa hasta la entrada en vigor 
del «Texto Único de Seguridad». Reconociendo una orientación interpretativa anterior 
seguida desde hacía tiempo por la jurisprudencia, con el Art.<16 del TUSL (modificado 
por el Decreto Legislativo n.º<106/2009) el legislador italiano dictó una regulación 
expresa de la delegación de funciones, estableciendo, en particular, el principio según 
el cual el empresario, incluso en presencia de una delegación válida y efectiva, sigue 
estando investido de la obligación de supervisar el correcto desempeño, por parte del 
delegado, de las funciones transferidas. Se trata, además, de una obligación que, en la 
actualidad, como consecuencia de la reformulación del Art.<16, apartado 3, del TUSL, 
efectuada por el citado Decreto correctivo n.º<106/2009, sólo podrá considerarse cum-

p.<3319<ss.; T('&+%+ C$0!+, La delega di funzioni, en Castronuovo – Curi – Tordini Cagli – Torre – Val-
entini, cit., p.<127<ss.



DEL DERECHO PENAL AL BIODERECHO1306

plida por el empresario cuando demuestre que ha establecido una estructura organizativa 
que, en materia de seguridad, es adecuada para garantizar los objetivos de protección 
impuestos, mediante la elaboración y la aplicación efectiva de un modelo adecuado de 
verificación y control (de conformidad con el Art.<30, apartado 4, del TUSL).

Según la interpretación más acreditada en la actualidad, la intención del legislador, 
con esta regulación específica de la delegación, habría sido vincular la atribución a 
otras personas del aparato organizativo de la empresa (por ejemplo, los responsables 
de área) de funciones propias del empresario —y con ellas, en particular, la transfe-
rencia de la obligación de prevención— a un estricto instrumento que, de este modo, 
de ser un medio para acreditar la cualificación del directivo y la efectividad de las 
facultades que se le atribuyen, pasaría a convertirse en un requisito constitutivo de la 
transferencia funcional.

Esta transferencia funcional está sujeta, por tanto, al cumplimiento, por parte del 
empleador, de un deber sustancial vinculado en la forma y en el contenido —la estipu-
lación de un negocio jurídico bilateral con forma escrita ad substantiam, fecha cierta, 
sometido a publicidad «adecuada y oportuna» (Art.<16, apartado 2, del TUSL)— preci-
samente con el fin, por un lado, de hacer cierta la encomienda de la tarea a una persona 
claramente identificada, que la ha aceptado voluntariamente y con conciencia de la 
obligación con la que está cargada, es decir, la de observar y hacer observar las normas 
de seguridad, y por otro lado, con el fin de evitar exenciones indebidas y sustituciones 
complacientes de responsabilidad.

Dado que el empresario sigue siendo, en todo caso, el principal garante de la segu-
ridad física y moral del trabajador, el Art.<17 del TUSL, establece que el empresario 
no puede delegar las funciones de prevención vinculadas a la evaluación de riesgos y 
a la consiguiente elaboración del documento pertinente según el Art.<28 del TUSL, así 
como la designación del responsable del servicio de prevención y protección, ya que se 
imponen exclusivamente al empresario las obligaciones caracterizadas por su carácter 
propulsivo y programático, que implican necesariamente una correspondencia entre 
facultades y deberes.

V.   R)s5onsa1,-,dad d)- *.a1a2ado.

La posición de garantía que asume el empresario en relación con la seguridad física 
y la protección de la personalidad moral de los trabajadores implica que tiene el deber 
de velar por que el entorno laboral en el que se desenvuelve el trabajador reúna los 
requisitos de fiabilidad y legalidad en cuanto a medidas de prevención de accidentes, 
adecuadas para su protección, y de velar constantemente por el mantenimiento de las 
condiciones de seguridad durante todo el período de realización del trabajo.

El principio de confianza —según el cual cabe confiar en que cada cual se comporte 
de acuerdo con las reglas de prudencia normalmente aplicables al modelo de agente 
concreto de la actividad desarrollada, por lo que cada cual sólo tiene que evitar los 
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peligros derivados de su propia conducta— no se aplica en el ámbito de la seguridad 
en el trabajo, donde el deber de cuidado se injerta en la posición de garante que recae 
sobre el empresario como destinatario de la normativa de prevención de accidentes.

Desarrollando este principio, la jurisprudencia ha precisado así que, en caso de 
accidente de trabajo, la existencia de un nexo causal entre la supuesta infracción de las 
normas de prevención de accidentes imputable al empresario —y a quienes le asisten 
en el cumplimiento de la obligación de seguridad— y el resultado dañoso sólo puede 
excluirse cuando se acredite la anormalidad del comportamiento del trabajador acci-
dentado y se pruebe también que dicha anormalidad dio lugar al siniestro; entendiendo 
por anormal un comportamiento que, por su extrañeza e imprevisibilidad, escapa a 
toda posibilidad de control por parte de las personas encargadas de la aplicación de las 
medidas preventivas contra los accidentes de trabajo. En tal caso, en efecto, se considera 
que la conducta del trabajador adquiere la significación de causa contingente suficiente 
por sí sola para determinar el hecho (Art.<41 apartado 2 del Código Penal), generando 
así un curso causal independiente de la conducta omisiva previa del empresario que no 
informó o instruyó a dicho trabajador sobre las normas de prevención de accidentes 
propias del sector, o del trabajo encomendado, o que no supervisó o controló que dicho 
trabajador observara dichas normas19.

La existencia de negligencia por parte del trabajador tampoco puede explicar una 
exoneración de responsabilidad de las personas sujetas a una obligación de seguridad 
que, en todo caso, eran responsables del incumplimiento de las obligaciones de preven-
ción de accidentes relativas al desarrollo de medidas específicas adecuadas para reducir 
el riesgo del accidente concreto sufrido por el trabajador, a pesar de su culpabilidad.

VI.   La .)s5onsa1,-,dad d) -as 5).sonas 2u.4d,cas 5o. ,nf.acc,on)s co()-
*,das )n 6,o-ac,8n d) -a no.(a*,6a d) 5.)6)nc,8n d) acc,d)n*)s

Como ya se ha mencionado, con vistas a la prevención de los riesgos relacionados 
con el ejercicio de las actividades laborales, la responsabilidad de la persona jurídica 
también adquiere hoy una especial relevancia, ya que comportamientos que no son exi-
gibles a la persona física, en relación con sus limitadas competencias técnicas y recursos 
financieros, pueden, en cambio, serlo a la persona jurídica colectiva20.

Sin embargo, precisamente en relación con las hipótesis de responsabilidad empre-
sarial esbozadas en el Art.<25 septies del Decreto Legislativo n.º<231/2001 en el caso de 
la comisión de «delitos» de homicidio y lesiones imprudentes agravadas por la violación 

19   V. Cassazione penale, sez. IV, Sentencia 13/10/2021, n.<46393.
20   Para indicaciones esenciales sobre este tema, véase T('/('"!!+, La persona giuridica ‘garante’ 

della sicurezza sul lavoro. La responsabilità dell’ente tra nodi insoluti e ricerca dell’effettività, Dike 
Giuridica, Roma, 2022.
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de las normas de prevención de accidentes, la identificación del interés, como punto de 
referencia de la finalidad de las acciones de la persona física representante o empleada 
por la empresa, capaz de activar el mecanismo de responsabilidad, ha adquirido con-
notaciones peculiares, porque la doctrina ha expresado no pocas reservas en cuanto a la 
operatividad del sistema de responsabilidad empresarial en relación con esta categoría de 
delitos precedentes, habiéndose argumentado que este sistema, basado en la actuación 
de la persona física en interés de la sociedad, fue concebido con referencia específica a 
la comisión de delitos dolosos y no de delitos imprudentes en la consideración de que 
quien actúa con imprudencia no tiene intención de perseguir ningún interés, y mucho 
menos uno ilícito (Art.<43 del Código Penal, que define los delitos por imprudencia 
como delitos contra la intención).

Más allá de esta posición extrema, la jurisprudencia ha asumido la posibilidad de 
otras interpretaciones, afirmando que, dado que en los delitos de homicidio imprudente 
y lesiones imprudentes por accidente de trabajo el hecho es consecuencia de la falta 
de adopción de medidas preventivas, entra dentro de la lógica del precepto normativo 
considerar que la mera no adopción de tales medidas activa el mecanismo imputativo 
de la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, denotando una actuación 
en interés de la persona jurídica, a la que se le garantiza una ventaja, por ejemplo en 
forma de ahorro de costes o aumento de productividad, derivada de la no adopción de 
sistemas de protección individual y colectiva: de modo que el interés y la ventaja obte-
nidos por la persona jurídica deben vincularse únicamente a la conducta imprudente y 
no también al hecho.

Algunos autores han considerado que este planteamiento daría lugar a una vulnera-
ción del principio de legalidad, aunque reafirmado por el Art.<2 del Decreto Legislativo 
n.º<231/2001, ya que, de este modo, la responsabilidad de la persona jurídica derivaría 
no de la infracción por imprudencia de resultado lesivo (calificada por el Art.<25 sep-
ties como delito) sino de la infracción (a veces también de naturaleza no penal, sino 
sólo administrativa), complementada por la conducta imprudente, como si la persona 
jurídica estuviera llamada a responder porque el agente hubiera infringido una norma 
de prevención y no por haber causado el hecho dañoso a que se refieren los Artícu-
los<589 y 590 del Código Penal: por tanto, por un delito distinto de los previstos en el 
Art.<25-septies. Con la consecuencia adicional —no exenta de efectos prácticos— de 
que, cuando se cometan tales infracciones, el interés de la persona jurídica quedaría in 
re ipsa, afirmándose siempre que se produzca una conducta de la persona física —vin-
culada funcionalmente a la persona jurídica— de inobservancia de las normas cautelares 
establecidas para proteger la seguridad en el trabajo, aun cuando dicha persona no haya 
actuado de hecho en interés de la entidad, sino que haya cometido la infracción en el mero 
desarrollo de la actividad de la persona jurídica. Salvo que se quieran excluir conductas 
consistentes en la mera inercia, la mera infravaloración de los riesgos, la inadecuada 
consideración o aplicación de las medidas preventivas a adoptar, o la violación episódica, 
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local y descentralizada, de los procedimientos vigentes o de los sistemas de seguridad 
implantados en la empresa que sean idóneos para evitar el accidente21.

A pesar de estas críticas, esta interpretación está actualmente bien establecida en 
la jurisprudencia reciente.

VII.   La 5.o*)cc,8n d) -os *.a1a2ado.)s f.)n*) a -a ,n*).()d,ac,8n 
,-)0a- 3 -as conduc*as d) ):5-o*ac,8n -a1o.a-. Los 5.o1-)(as d)- 
«(o11,n0» 3 )- «s*a-k,n0»

Otro ámbito de protección de los derechos de los trabajadores fue introducido en el 
ordenamiento jurídico italiano por la Ley n.º<199, de 29 de octubre de 2016, promulgada 
con el fin de garantizar una mayor eficacia en la lucha contra el denominado «capora-
lato», introduciendo importantes cambios en el marco penal y estableciendo medidas 
específicas de apoyo a los trabajadores agrícolas temporeros22.

El término «caporalato» hace referencia a la intermediación y explotación ilegales 
de mano de obra, especialmente en la agricultura. Según estimaciones de sindicatos y 
asociaciones de voluntarios, este fenómeno complejo y alarmante afecta a unos 400.000 
trabajadores en Italia, tanto italianos como extranjeros, y está muy extendido en todas 
las zonas del país y en sectores muy diferentes de la agricultura.

No existen datos oficiales especialmente detallados sobre la amplitud del fenómeno 
del «caporalato», que en los últimos años se ha visto sin duda alimentado —no sólo en 
las regiones meridionales— por el flujo constante y creciente de inmigrantes, fuente 
de mano de obra barata o muy barata.

Mediante la Ley n.º 199 de 2016 se reformuló el delito de «Intermediación y explo-
tación laboral ilegal», ya recogido en el Art. 603-bis del Código Penal en 2011 y se ha 
previsto la inclusión de este delito entre aquellos para los que se prevé la responsabi-
lidad de las personas jurídicas en virtud del Art.<25-quinquies del Decreto Legislativo 
n.º<231/2001.

Según la legislación vigente, el Art. 603-bis castiga con penas de prisión de uno a 
seis años y multa de 500 a 1.000 euros por cada trabajador reclutado a quien reclute mano 
de obra, aprovechándose del estado de exigencia de los trabajadores, para emplearlos 
con terceros en condiciones de explotación, así como a quien utilice, contrate o emplee 
mano de obra, aunque haya sido así reclutada, sometiendo a los trabajadores a condi-
ciones de explotación y aprovechándose de su estado de exigencia.

21   Para esta opinión, véase S)('&$.$0!+$, «Diritto penale della sicurezza sul lavoro tra i principi 
di prevenzione e precauzione», Diritto penale contemporaneo, 23 novembre 2012, p.<16.

22   Para indicaciones esenciales sobre este tema, véase G+-!+$%+, I reati in materia di «caporalato», 
intermediazione illecita e sfruttamento del lavoro, Padova University Press, Padova, 2015.
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El nuevo Art.<603-bis también contempla un caso de «caporalato» caracterizado 
por el uso de violencia o amenazas, para el que se prevé una pena de prisión de cinco a 
ocho años y una multa de 1.000 a 2.000 euros por cada trabajador reclutado.

A continuación, la disposición ofrece una lista de indicios de explotación de los 
trabajadores, como, por ejemplo, en caso de pago reiterado de salarios que difieran 
manifiestamente de las disposiciones de los convenios colectivos territoriales; en caso 
de violación reiterada de las normas sobre jornada laboral, periodos de descanso, des-
canso semanal, permisos obligatorios y vacaciones; con violación de las normas sobre 
seguridad e higiene en el lugar de trabajo; o sometiendo a los trabajadores a condiciones 
de trabajo, métodos de vigilancia o situaciones de alojamiento degradantes.

Constituyen una circunstancia agravante específica y conllevan un aumento de la 
pena de un tercio a la mitad:

1) el hecho de que el número de trabajadores reclutados sea superior a tres;
2) el hecho de que uno o varios de los reclutados sean menores en edad no laboral;
3) haber cometido el hecho exponiendo a los trabajadores explotados a situaciones 

de grave peligro, habida cuenta de las características de los servicios a realizar y de las 
condiciones de trabajo.

Otros corolarios de las modificaciones penales son la previsión, como medida cau-
telar real, del posible control judicial de la empresa durante el proceso penal por delito 
de caporalato; el nombramiento de uno o varios administradores judiciales expertos en 
gestión de empresas, y la inclusión del delito de intermediación y explotación laboral 
ilícitas cometidas con violencia y amenazas entre los delitos para los que es obligatoria 
la detención in fraganti.

Por lo que respecta a otros perfiles, la protección de los trabajadores también se ha 
considerado en relación con otras conductas vejatorias, y en particular con los casos 
de los denominados «mobbing» y «stalking»23. Sin embargo, se trata de aspectos que 
siguen siendo muy problemáticos y todavía son objeto de una considerable incertidum-
bre jurisprudencial24.

VIII.   O1s).6ac,on)s f,na-)s

En resumen, el marco actual de la disciplina prevista por el ordenamiento jurídico 
italiano para garantizar la protección de los trabajadores se caracteriza por su estructura 
compleja y articulada.

23   Para indicaciones esenciales, véase S)$!+$, «La problematica rilevanza penale delle condotte 
persecutorie sul luogo di lavoro», Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2011, p.<1295<ss.

24   Para un caso concreto, véase Cassazione penale, Sez. V, sent. 14/09/2020, n. 31723, Sistema 
Penale, 28/04/2021, con comentarios de F+%$, «La Cassazione “completa” la tutela penale del lavoratore 
vittima di mobbing: configurabile il delitto di stalking ex art. 612 bis c.p.».
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Desde el punto de vista de las reglas básicas que rigen esta regulación, el paso de 
la lógica de la reducción del peligro a la de la reducción del riesgo ha supuesto, cierta-
mente, una anticipación directa del umbral de protección penal, pero, al mismo tiempo, 
ha impuesto también el abandono de la idea de una «criminalización integral» de las 
conductas potencialmente lesivas para la integridad psicofísica de los trabajadores. En 
su lugar, se ha optado por un modelo sancionador inspirado en los principios de pro-
porcionalidad y subsidiariedad, que limita las sanciones penales únicamente a aquellas 
infracciones que puedan causar una «gravedad significativa» a los intereses primarios 
de los trabajadores o que no tengan una alternativa razonable en términos de sanciones 
administrativas25.

Como han señalado algunos autores26, la introducción en el ordenamiento jurídico 
italiano de un concepto de prevención de los accidentes de trabajo articulado en torno a 
la gestión global de los riesgos e implementado a través de la planificación (destinada a 
ser actualizada en el tiempo y a implicar a todos los agentes del trabajo) de un sistema 
global de seguridad de la empresa es sintomática de la toma de conciencia por parte 
del legislador de la dificultad de identificar y seleccionar acciones y medidas concretas 
idóneas para evitar lesiones al bien jurídico protegido en presencia de actividades labo-
rales que el progreso tecnológico expone al contacto con múltiples factores de riesgo (de 
diversa entidad y tipología, mecánicos, físicos, químicos, biológicos), hipotéticamente 
susceptibles de generar, en su interacción, eventos de peligro o daño para la salud de 
los trabajadores.

La incertidumbre epistemológica (porque a menudo no está respaldada por leyes 
científicas o estadísticas de probada fiabilidad) sobre la progresión etiológica de la 
conducta riesgosa hacia el evento dañoso es también evocadora de la transición, en el 
derecho penal de la seguridad en el trabajo, desde el principio de prevención, que se basa 
en la posibilidad de identificar y establecer reglas de precaución específicas aptas para 
indicar al agente cuál es el camino que debe seguir para prevenir y evitar la ocurrencia 
de ciertos eventos dañosos o peligrosos, hasta el principio de precaución, para el cual, 
cuando actividades socialmente útiles pero arriesgadas afectan a bienes de primera 
importancia como el medio ambiente o la salud humana, se impone en todo caso la 
necesidad de adoptar todas las medidas que se consideren potencialmente idóneas para 
reducir a cero o contener los efectos de tales actividades, aunque no sean plenamente 
demostrables (precisamente por la insuficiencia o el carácter contradictorio de los datos 
científicos disponibles) ni exactamente previsibles en su alcance27.

25   S)('&$.$0!+$, «Diritto penale della sicurezza sul lavoro tra i principi di prevenzione e pre-
cauzione», cit., p.<2.

26   P-!+/$%=, «Gestione del rischio da esposizioni professionali», Cassazione Penale, 2006, p.<778.
27   Sobre estos aspectos del principio de precaución véase para todos G+-%/$, «Il diritto penale e le 

suggestioni del principio di precauzione», Criminalia, 2006, p. 231<ss. Sobre estas cuestiones me remito 
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El paso, por tanto, de la regla de cuidado a la regla de precaución, en el ámbito 
de la seguridad en el trabajo, marca la disociación de la prevención del hecho de la 
conducta conforme a la regla anteriormente establecida: se pierde así la misma función 
garantista del deber de cuidado, como instrumento selectivo de la conducta capaz de 
dirigir conscientemente la acción del sujeto frente a la imputación del hecho según 
los criterios de responsabilidad culpable consagrados en el Art.<27, apartado 1, de la 
Constitución italiana.

Considerada la cuestión bajo esta luz interpretativa, algunos autores han sostenido 
que las expectativas de protección reforzada de bienes jurídicos primarios (como la 
vida y la salud de los trabajadores), vinculadas a la existencia de posiciones de garantía, 
podrían ciertamente justificar la afirmación de la responsabilidad penal, especialmente en 
los delitos de omisión impropia imprudente (en los que los perfiles objetivo y subjetivo 
de la imputación del hecho tienden a solaparse en razón de la matriz reguladora común 
de los criterios de la obligación jurídica de prevenir el siniestro y de la norma cautelar 
dirigida a evitarlo), cuando se constate que la conducta conforme a la norma cautelar, 
de ser efectivamente realizada, sólo habría tenido la posibilidad de evitar el resultado 
dañoso, potenciando, en términos de tipicidad, el componente omisivo inherente a la 
imputación imprudente28. Y ello, por tanto, con independencia de una concreta com-
probación de la eficacia preventiva real de la norma cautelar en relación con la concreta 
infracción al bien jurídico, de modo que se legitime la imputación del resultado lesivo 
al sujeto, aun cuando sólo exista la posibilidad (con las consecuencias directas en el 
plano subjetivo de previsibilidad y evitabilidad) de que se produzcan las consecuencias 
lesivas, no pudiendo limitarse «la obligación preventiva a los riesgos reconocidos como 
existentes por el consenso general de la comunidad científica y a la adopción de las 
medidas preventivas generalmente practicadas»29.

Sin embargo, en mi opinión, se trata de una conclusión que quizás sobrepasa los 
límites de la intervención de la protección penal y nos expone al riesgo de equiparar 
una conducta que simplemente pone en peligro la salud de los trabajadores con una 
conducta que realmente ha causado resultados perjudiciales para la vida y la integridad 
psicofísica de los trabajadores. Acabando así por equiparar comportamientos de rele-

también al interesante estudio de O'#+%$, Rischio da incertezza scientifica e modelli di tutela penale, 
Giappichelli, Torino, 2015. Con referencia a las cuestiones más específicas identificadas y estudiadas 
tras la reciente experiencia del virus COVID-19, véase también O'#+%$, La tutela penale della salute e 
sicurezza sul lavoro al tempo del Covid-19, Giappichelli, Torino, 2022.

28   Para esta opinión, véase S)('&$.$0!+$, «Diritto penale della sicurezza sul lavoro tra i principi 
di prevenzione e precauzione», Diritto penale contemporaneo, 23/11/2012, p.<16.

29   Estas son las palabras expresadas por la Corte di Cassazione, Sez. IV, en la sentencia n.º<4675 del 
17/5/2006, en Cassazione penale, 2009, p.<2837 ss.
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vancia e impacto ofensivo totalmente diferentes, en total contraste con los principios 
constitucionales de proporcionalidad y razonabilidad de la intervención penal.
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